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SALUD / AUTORIZACIÓN COLONOSCOPIA Y ENDOSCOPIA / VALORACIONES / CONFIRMA CONTRA USPEC. PPL E INPEC - Para efectos de dar solución al problema jurídico puesto a consideración de la Colegiatura, la norma a tener en cuenta es la que regula el sistema especial de salud para los internos a cargo del INPEC, que tiene su origen en la Ley 1709 de 2014, según la cual las labores tendientes a garantizar la prestación efectiva del servicio a la salud para las personas privadas de la libertad han sido distribuidas de manera conjunta entre la USPEC, el Consorcio de Atención en Salud PPL y el INPEC.
(…)

Así las cosas, se puede afirmar que efectivamente las entidades anteriormente mencionadas funcionan de forma armónica con la distribución de funciones que a cada una de ellas se le ha impuesto, de modo que se hace imprescindible la intervención de todas ellas para garantizar la efectiva prestación de los servicios en salud de la población privada de la libertad. 

En conclusión, conforme a los lineamientos expuestos en párrafos anteriores, referentes a las entidades participantes en la prestación de los servicios de salud de las personas privadas de la libertad, dicha garantía debe ser apoyada en este preciso caso de forma conjunta por parte la USPEC, el consorcio PPL y el INPEC (a través del Establecimiento de Reclusión), a quienes indudablemente se les debe impartir la obligación de desplegar todas las labores que estén dentro del marco de sus competencias para evitar que situaciones como la descrita por la accionante en su libelo petitorio, relacionadas con una dilatación en la prestación de los servicios de salud, se vuelvan a repetir.   

Acorde con lo dicho hasta ahora, y aunque la decisión de primer nivel estuvo acertada en el sentido de propugnar por los derechos que le asisten a la señora IBBC, se observa que en la parte resolutiva de su decisión, el A quo se abstuvo de impartirle órdenes a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, entidad que de conformidad con lo dicho en precedencia, desempeña un rol imprescindible para prestación efectiva de los servicios en salud de la población privada de la libertad, por lo que resulta viable aclarar que esta última debe participar coordinadamente con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL y el INPEC (a través del establecimiento de reclusión), para velar porque dicha garantía se materialice en forma oportuna y eficaz. 

Por último, debe decirse que si bien reposan en el expediente algunas autorizaciones a los procedimientos médicos que fueron objeto de debate en esta oportunidad, lo cierto es que no se allegó ningún tipo de constancia que certifique que los mismos ya fueron realizados, de modo que sólo sería posible hablar de una carencia de objeto por hecho superado, si existiera la convicción sobre la materialización de los mismos.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Apoderado Judicial del CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017, Dr. Luis Alfredo Sanabria Ríos, en contra del fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, el 14 de marzo de 2018, mediante el cual concedió la solicitud de amparo constitucional invocada por la señora IRINA BETSABETH BEJARANO COTTO. 
ANTECEDENTES:

La señora Irina Betsabeth Bejarano Cotto, instauró acción de tutela en contra de la USPEC y el Consorcio de Atención en Salud PPL –Fiduprevisora S.A., al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la salud y a la dignidad humana. Los hechos según los cuales fundamentó su solicitud fueron sintetizados por el Despacho de conocimiento así:  
“Indica la accionante que es una ciudadana ecuatoriana, que se encuentra actualmente privada de la libertad por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, desde el momento de su captura ha presentado problemas de salud al interior de la cárcel sin que se le haya tratado las patología que padece, hace un año ingresó con una puñalada que le afectó el corazón y el pulmón y no la han llevado a control médico, sin saber al día de hoy como se encuentra su herida internamente.

Manifestó que además de lo anterior presentaba una ulcera gástrica crónica la cual le han tratado con medicamentos que no le han solucionado el problema, pero no le han realizado los exámenes que ya han sido ordenados por los médicos para continuar con el tratamiento, como lo son una colonoscopia y una endoscopia, los cuales están hace 9 meses ordenados, sin que se le hubiesen realizados los mismos.”
Con base en los anteriores hechos, solicitó que se tutelen los derechos fundamentales, y en consecuencia, se ordene a las entidades accionadas que procedan a autorizarle la realización de los exámenes médicos denominados “Colonoscopia” y “endoscopia” ordenados desde hace 9 meses, así como la correspondiente valoración para establecer la evolución de la herida que le afectó el corazón y el pulmón. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:
La presente acción de tutela fue tramitada por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, Despacho que avocó el conocimiento de la actuación el día 2 de marzo del año que avanza, y ordenó la notificación y traslado a las entidades accionadas para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción; además ordenó la vinculación oficiosa del Director de la Reclusión de Mujeres de Dosquebradas, Risaralda, “La Badea” y la Dirección Regional Viejo Caldas del INPEC.
Finalmente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 14 de marzo de los cursantes tutelar los derechos fundamentales a la salud, a la vida en condiciones dignas y a la calidad de vida de los cuales es titular la señora Irina Betsabeth Bejarano Cotto. En consecuencia, dispuso en la parte resolutiva de dicho proveído, entre otras cosas:
“SEGUNDO: ORDENAR a la FIDUPREVISORA que dentro del término improrrogable de dos (2) días contados a partir de la notificación de este fallo, proceda a autorizar y practicar el procedimiento requerido por la señora IRINA BETSABETH BEJARANO COTTO, esto denominado "ESOFAGOGASTRODUODENOSCOPIA (EGD) CON BIOPSIA CERRADA (SOD)" el cual se encuentra prescito en orden médica de fecha 30 de enero de 2018, y para la patología de HEMONEUMOTORAX TRAUMÁTICO, se autorice y programe "control pop ambulatorio por cirugía general y consulta ambulatoria de medicina especializada " la cual se encuentra ordenada desde el 20 de marzo del año pasado, teniendo en cuenta la parte considerativa del presente fallo. De igual manera se le ordena que dentro de ese mismo término señale la IPS en la que se le realizará dicho procedimiento informándosele la fecha y hora del mismo, con el fin de que pueda ser remitida de manera oportuna por parte del INPEC.
TERCERO: EXHORTAR al Centro de Reclusión de Mujeres - la Badea para que en lo sucesivo realice de manera diligente los trámites necesarios ante la Fiduprevisora y las IPS respectivas, con el fin de que le presten de manera oportuna los servicios en salud a la accionante IRINA BETSABETH BEJARANO COTTO.”
IMPUGNACIÓN:
Inconforme con la anterior decisión, el Apoderado Judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, presentó un escrito mediante el cual la impugnó. 

Para el efecto, expuso el recurrente que esa entidad carece de competencia para dar cumplimiento al fallo de tutela, ello por cuanto la misma no presta servicios médico asistenciales, por lo que no puede ser confundida con una EPS o IPS; refirió que sus labores se circunscriben al contrato de fiducia pactado con la USPEC, de conformidad con el modelo de atención en salud contemplado en la Resolución No. 3595 de 2016, el Manual Técnico Administrativo para la prestación del servicio a la salud de la PPL, y las decisiones del Consejo Directivo del Fondo Nacional de Salud de la PPL. 
Así las cosas, puntualizó que no le corresponde a ese Consorcio materializar la atención médica, ni programar citas médicas, procedimientos o tratamientos, sino únicamente administrar los pagos y recursos dispuestos por el fideicomitente en el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad. 
Entonces, según el recurrente, la obligación impuesta en la acción constitucional le correspondería al Director del Establecimiento Penitenciario, quien deberá gestionar y coordinar todo lo relacionado con el acceso al servicio de salud de la PPL a su cargo. 

Con base en dichos argumentos, solicitó que sean valoradas las competencias y obligaciones contractuales de los intervinientes dentro del modelo de atención en salud de la PPL, y en ese sentido se modifique el fallo de tutela.
A pesar de lo anterior, más adelante allegó un nuevo escrito con el que dio cuenta de la emisión de las autorizaciones para la realización de los procedimientos médicos requeridos por la accionante, puntualizando que ahora le corresponde al centro penitenciario ejecutar las gestiones necesarias para la prestación material del servicio y el desplazamiento de la accionante a las respectivas IPS. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000, por ser el superior jerárquico del Despacho que profirió la sentencia de primera instancia.  
En el presente asunto se debe determinar si le asiste razón o no a la entidad impugnante, en cuanto a que las órdenes impartidas dentro del fallo de primer nivel no son de su competencia, y por tanto, debe modificarse la decisión, o si, en cambio, la misma se encuentra ajustada a derecho y por ende merece su ratificación. 

Para efectos de dar solución al problema jurídico puesto a consideración de la Colegiatura, la norma a tener en cuenta es la que regula el sistema especial de salud para los internos a cargo del INPEC, que tiene su origen en la Ley 1709 de 2014, según la cual las labores tendientes a garantizar la prestación efectiva del servicio a la salud para las personas privadas de la libertad han sido distribuidas de manera conjunta entre la USPEC, el Consorcio de Atención en Salud PPL y el INPEC. 
De esta manera, según el parágrafo 2º de la Ley 1709 de 2014 referida atrás, una de las funciones del Consorcio PPL como administrador de los recursos para la prestación de los servicios en salud de los internos es: “Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo.”.
Ahora, conforme al artículo 4º del Decreto 4150 de 2011, por medio del cual se creó la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios, el objeto de la USPEC es: “gestionar y operar el suministro de bienes y la prestación de los servicios, la infraestructura y brindar el apoyo logístico y administrativo requeridos para el adecuado funcionamiento de los servicios penitenciarios y carcelarios a cargo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC.”.  
Por otra parte, la Resolución 5159 del Ministerio de Salud y Protección Social, señala que son funciones de dicha Unidad, entre otras: “Contratar la entidad fiduciaria con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Salud de la Personas Privadas de la Libertad y establecer las condiciones para que dicha entidad contrate la prestación integral y oportuna de los servicios de salud para la población privada de la libertad, de acuerdo con las decisiones del Consejo Directivo del Fondo, así como con el Modelo de Atención en Servicios de Salud establecido y teniendo en consideración los respectivos manuales técnicos administrativos para la prestación de servicios de salud que se adopten.”, y: “Las demás que sean necesarias para la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad.”, lo que se traduce la facultad y obligación de supervisar el cumplimiento del encargo fiduciario celebrado con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL.
El INPEC por su parte, a través del respectivo establecimiento penitenciario, tiene como función en lo relacionado con la prestación de los servicios en salud de la PPL
: “Garantizar las condiciones y medios para el traslado de personas privadas de la libertad a la prestación de servicios de salud, tanto al interior de los establecimientos de reclusión como cuando se requiera atención extramural, de conformidad con los artículos 2.2.1.11.4.2.3. y 2.2.1.11.4.2.4. del presente capítulo, y apoyar las actividades de referencia y contrarreferencia.”; “Expedir, en coordinación con la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios — USPEC- los Manuales Técnicos Administrativos para la prestación de servicios de salud que se requieran conforme a las particularidades diferenciales de cada establecimiento de reclusión, acorde con el Modelo de Atención en Salud para la Población Privada de la Libertad que se establezca.” y finalmente “Las demás que sean necesarias para la prestación de los servicios de salud de la población privada de la libertad”. 
Así las cosas, se puede afirmar que efectivamente las entidades anteriormente mencionadas funcionan de forma armónica con la distribución de funciones que a cada una de ellas se le ha impuesto, de modo que se hace imprescindible la intervención de todas ellas para garantizar la efectiva prestación de los servicios en salud de la población privada de la libertad. 
En conclusión, conforme a los lineamientos expuestos en párrafos anteriores, referentes a las entidades participantes en la prestación de los servicios de salud de las personas privadas de la libertad, dicha garantía debe ser apoyada en este preciso caso de forma conjunta por parte la USPEC, el consorcio PPL y el INPEC (a través del Establecimiento de Reclusión), a quienes indudablemente se les debe impartir la obligación de desplegar todas las labores que estén dentro del marco de sus competencias para evitar que situaciones como la descrita por la accionante en su libelo petitorio, relacionadas con una dilatación en la prestación de los servicios de salud, se vuelvan a repetir.   
Acorde con lo dicho hasta ahora, y aunque la decisión de primer nivel estuvo acertada en el sentido de propugnar por los derechos que le asisten a la señora Irina Betsabeth, se observa que en la parte resolutiva de su decisión, el A quo se abstuvo de impartirle órdenes a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, entidad que de conformidad con lo dicho en precedencia, desempeña un rol imprescindible para prestación efectiva de los servicios en salud de la población privada de la libertad, por lo que resulta viable aclarar que esta última debe participar coordinadamente con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL y el INPEC (a través del establecimiento de reclusión), para velar porque dicha garantía se materialice en forma oportuna y eficaz. 

Por último, debe decirse que si bien reposan en el expediente algunas autorizaciones a los procedimientos médicos que fueron objeto de debate en esta oportunidad, lo cierto es que no se allegó ningún tipo de constancia que certifique que los mismos ya fueron realizados, de modo que sólo sería posible hablar de una carencia de objeto por hecho superado, si existiera la convicción sobre la materialización de los mismos. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,
RESUELVE: 
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, ello en el sentido de tutelar los derechos fundamentales invocados por la señora IRINA BETSABETH BEJARANO COTTO.
SEGUNDO: ACLARAR que deben ser la USPEC, el CONSORCIO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL y el INPEC (a través del Establecimiento de Reclusión), quienes de manera conjunta se ocupen de garantizar la prestación oportuna y efectiva de los servicios de salud a los cuales tiene derecho la señora IRINA BETSABETH BEJARANO COTTO.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
�Ministerio de Salud y Protección Social, Resolución 5159 de 2015. 
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